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Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por la señora defensora del procesado ELIECER DE JESÚS TREJOS YEPES contra el auto interlocutorio proferido por la Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (e) el día diecinueve (19) de noviembre de 2004, providencia a través de la cual se negó el beneficio de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

Recibida la solicitud y cumplida la visita socio-familiar respectiva, consideró la a quo que la medida sustitutiva implorada es improcedente, toda vez que el interesado por haber sido hallado responsable del delito de tráfico de estupefacientes en calidad de expendedor, patrocinó un abierto atentado a la salubridad pública y todo a cambio de un vil interés económico. 

Dadas las normales capacidades físicas y mentales del procesado, bien pudo dedicarse a una actividad lícita, lo que no aconteció; por lo tanto, debido al tipo de delito cometido (que no puede castigarse de manera laxa) y a la dudosa personalidad mostrada, es evidente que no se puede permitir el regreso al seno de la comunidad.

2.- RECURSO 

Amparándose en el contenido de la ley 750 de 2002 en concordancia con la sentencia C-184 de 2003, la señora defensora considera procedente la medida, pues no se está pidiendo burlar las instituciones jurídicas, sino una detención en un lugar diferente a un centro penitenciario, el cual estaría ubicado en Pereira, sitio diferente al de ocurrencia de los hechos (Marsella) y bajo el amparo de ciudadanos de bien. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado. 

La ley 82 de 1993 -aplicable al caso estudiado de conformidad con la jurisprudencia constitucional consignada en la sentencia C-184 de 2003-, define la figura de la persona cabeza de familia, siendo enfática al decir que se tiene esa calidad, siempre y cuando no exista el apoyo del otro cónyuge o compañero permanente y existan hijos menores de edad. Así queda claro que el señor TREJOS YEPES no tiene la calidad invocada, toda vez que su esposa en estos momentos está al cuidado de sus tres hijos menores de edad.

Bajo esos estrictos parámetros es claro que no se satisfacen los requisitos exigidos por la norma.
 

Así, importante es citar el contenido del artículo 1 de la ley 750 de 2002:

Artículo 1°. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos menores de edad o hijos con incapacidad mental permanente.

La presente ley no se aplicará a las autoras o partícipes de los delitos de genocidio, homicidio, delitos contra las cosas o personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, extorsión, secuestro o desaparición forzada o quienes registren antecedentes penales, salvo por delitos culposos o delitos políticos. (resalta la Sala).

Como corolario de lo precedente, por la inexistencia de la especial calidad exigida y debido a la presencia de antecedentes, es imposible conceder el beneficio situado por la ley 750 de 2002. 

Por otro lado, como bien lo dijo la funcionaria de primera instancia, los requisitos del artículo 38 del Código Penal tampoco se satisfacen, pues las condiciones personales del incriminado distan mucho de ser las de un buen padre y las de un buen ciudadano. 

Se explica: 

Recordemos que además de su casa, en su propio negocio abierto al público conservaba el alucinógeno incautado en cantidades significativas, lo que deja entrever su intención maliciosa de distribuir indiscriminadamente el material prohibido. ¿Cómo decir que el retorno al hogar sería la mejor opción de vida? Ni siquiera la privación de la libertad ocurrida años atrás fue óbice para regresar a la actividad criminal, por lo tanto, en estos momentos se hace impostergable un tratamiento penitenciario pleno. 

Sin más consideraciones, el auto revisado será confirmado. 
4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que ha sido objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Con mayor razón podemos decir esto si tenemos en cuenta que existen antecedentes penales por los mismos hechos.
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